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    Introducción


    El diálogo público de nuestros tiempos parece —en buena medida— dominado por los relatos sobre la derrota. Las consecuencias de la pandemia del COVID-19 han profundizado la sensación de que vamos por mal camino; de que los problemas, en vez de resolverse, se agravan.


    Sin embargo —rodeados de razones objetivas para pensar que las cosas seguirán complicándose—, se advierte un peligro aún mayor: la desorientación. En medio de una crisis como la que vivimos es fácil perder el rumbo, olvidar muchas de las lecciones aprendidas y pensar más con ‘las tripas’ que con la experiencia. La historia nos enseña que es en momentos como este cuando, con mucha facilidad, las sociedades caen en manos de caudillos.


    En medio del pesimismo y la desconfianza, las únicas opciones políticas que parecen viables son aquellas que proponen un borrón y cuenta nueva. En últimas, se tiende a confundir la crisis del momento con una crisis del sistema, a patear la mesa, a querer resetear el modelo para empezar de ceros —una idea que se sabe cómo comienza, pero no cómo termina—. El problema es que este tipo de opciones —al no guiarse por la evidencia y el conocimiento— no logran los resultados prometidos y se convierten en fuente de grandes frustraciones. Más grave aún, son el punto de partida de una espiral de malas decisiones que llevan a las sociedades a crisis más profundas que las que prometían resolver.


    Vivimos momentos de enorme trascendencia en materia política. Es ahora cuando más debemos aprender de los errores del pasado. Sin embargo, también conviene reflexionar sobre lo que hemos hecho bien. No se trata de embriagarnos por cuenta de una falsa complacencia ni de restarle importancia a los graves problemas que enfrentamos. Todo lo contrario: necesitamos reafirmar nuestras capacidades de hacer las cosas bien cuando nos lo proponemos.


    Para enfrentar con éxito los nuevos desafíos —y la larga lista de tareas todavía pendientes— conviene desarrollar anticuerpos frente al pesimismo y sus efectos colaterales. El más grave de todos ellos es la proclividad a favor de las promesas demagógicas —a las salidas fáciles— que más temprano que tarde se convierten en realidades trágicas.


    ¿Cómo avanza Colombia? La pregunta es atrevida. De hecho, no existe una respuesta única, y mucho menos una fórmula mágica. No obstante, a partir de experiencias concretas, este libro analiza algunas áreas en las que nuestro país ha alcanzado más avances de los que reconocemos: la puesta en marcha de un ambicioso programa de infraestructura; el ingreso a la OCDE; la reducción de la informalidad y de la evasión de impuestos; la disminución en el consumo de tabaco y de licores; y el impulso de políticas orientadas a combatir el cambio climático son algunas de ellas.


    Cada historia tiene sus particularidades. Cada caso tiene su dinámica propia y deja enseñanzas. Sin embargo, todos tienen un elemento en común: las cosas que se planean salen bien. El método es tan importante como la decisión —una decisión que implica invertir tiempo, esfuerzo y popularidad—. Lo uno sin lo otro no es efectivo.


    Hay que tener cierta prudencia al hablar de historias de éxito, pues el vaso no siempre está lleno. Lo único que sabemos es que en las áreas que analizaremos a lo largo de estas páginas el nivel del agua está subiendo. De ahí la importancia de identificar aquellos elementos comunes que sobresalen detrás de los avances. Tener diagnósticos certeros, actuar basados en la evidencia y los datos y garantizar que las políticas se mantengan estables en el tiempo —más allá de cómo se mueva el péndulo electoral— resulta fundamental. Sin embargo, también resulta de enorme importancia tener suficiente capacidad de adaptación frente al cambio en el entorno.


    Romper el statu quo y progresar también implica definir las prioridades, comunicándolas con efectividad, de una manera sincera, franca y directa. Seleccionar las áreas de reforma también es parte de la fórmula, pues es claro que no se puede hacer todo al tiempo. El capital político es escaso y se deprecia rápido.


    Estos son los elementos que se recogen en este libro, mezclándolos con anécdotas y experiencias, que sirven para introducir el elemento personal y humano que nos recuerda que el azar hace parte del hilo conductor que conecta éxitos y fracasos.


    Como veremos, no todo es color de rosa. Hay experiencias que tardaron demasiado —como la construcción del túnel de La Línea—. Hay también propósitos prácticamente imposibles, que naufragan una y otra vez.


    Todas las experiencias dejan lecciones. Y, así como los logros sirven para edificar las soluciones a nuevos retos, las cenizas de fracasos previos son terreno fértil para el aprendizaje. Las complejas crisis de nuestro tiempo requerirán ecuanimidad, más que euforia y pesadumbre.


    Las consecuencias de la pandemia, los efectos de la crisis climática y los dramáticos impactos del narcotráfico se plantean como enormes retos —profundamente entrelazados entre sí— para el bienestar y la supervivencia de nuestras sociedades.


    Para superar las crisis de nuestros tiempos va a ser necesario hacer mucho más. Los avances relatados en este libro son ilustrativos, pero no definitivos. El progreso lo construimos aquí y ahora, tomando como base aquello que —a pesar de las dificultades— hemos logrado.


    No es hora de saltar al vacío. Los retos que enfrentamos son enormes. Solo la experiencia, el esfuerzo y el sentido de propósito común —dejando atrás la polarización y las pequeñas peleas— nos permitirán seguir avanzando hacia el progreso. Esa es la fórmula para no caer en la trampa del pesimismo y la demagogia.

  


  
    
CAPÍTULO 
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 INFRAESTRUCTURA: UN CUELLO DE BOTELLA



    Arreglos institucionales para hacer posible un salto sin precedentes


     


     


    Es bien sabido que los países más ricos tienen mejores instituciones. Esto, que solemos dar por sentado, no es producto del azar o de la suerte, sino un objetivo deliberado que demanda esfuerzo y recursos. Suena contraintuitivo, pero es más difícil —más exigente, si se quiere— construir las instituciones que hacen posible la inversión en infraestructura que hacer las carreteras que necesita un país. Durante mucho tiempo, en Colombia no apreciamos esa diferencia, que es fundamental para el desarrollo.


    Los pilares de la prosperidad son diversos. Contrario a lo que algunos creen, las capacidades estatales son fundamentales, pues sin ellas no hay provisión de bienes públicos ni imperio de la ley; gracias a eso, los países más avanzados se caracterizan por tener un Estado que, además de recaudar una mayor cantidad de ingresos fiscales, tiene la capacidad para traducir esos recursos en bienes públicos al servicio de la población. También cuentan con un sistema judicial efectivo en la defensa de los derechos de propiedad que garantiza, entre otras cosas, que lo que se pacta en un contrato se cumpla. Estas dos capacidades estatales —las fiscales y las legales— explican buena parte de las diferencias en el nivel de desarrollo entre países.


    Estos principios generales se pueden aplicar a casos concretos, como el de la infraestructura, entre otros sectores. Incluso en un mismo país hay diferencias abismales en la forma como operan las instituciones del sector de la salud o el de la educación, para mencionar dos casos. En Colombia, por ejemplo, existen sectores con mejores arreglos institucionales que otros y, como es de esperar, han progresado más y tienen un mejor desempeño. Dos casos de relativo éxito son el sector cafetero y, más recientemente, el minero-energético. Se trata de sectores con mayor estabilidad en su manejo, y en los que la política —podríamos decir, la politiquería— ha tenido una menor injerencia.


    Pero ¿qué son los arreglos institucionales? Se trata de un término que abarca muchas dimensiones y, por lo tanto, no tiene una única definición; sin embargo, podríamos aproximarnos a este concepto de la siguiente forma: todo deporte tiene unas reglas de juego —el tamaño de la cancha, el número de jugadores, las faltas o las acciones que se consideran “fuera de lugar” y las sanciones correspondientes, para mencionar algunas—; así mismo, en el manejo de los asuntos de la sociedad hay reglas de juego que definen cómo interactúan los diversos actores involucrados. Cuando hay un buen arreglo institucional, las decisiones de política pública tienen en cuenta la voz de los expertos, se piensa en el futuro y las políticas gozan de una relativa estabilidad. Esto no implica rigidez, pues la adaptabilidad al cambio es una de las características centrales de un buen arreglo institucional. Las instituciones se deben renovar en función del entorno en el que operan —un entorno, por definición, siempre cambiante—.


    Buenas instituciones —esto es, un escenario previsible y sin sobresaltos—, capacidad de planeación, división de tareas entre entidades especializadas y técnicas que se complementan unas a otras y que hacen parte de un sistema de pesos y contrapesos hacen toda la diferencia. Las instituciones efectivas mejoran los procesos de decisión y hacen las políticas menos dependientes de un individuo, algo que protege a la sociedad frente a personas incompetentes o inescrupulosas.


    Por muchos años, el sector de la infraestructura, responsable de las obras públicas, fue la “cenicienta” en la asignación de recursos presupuestales, así como el epicentro de muchos escándalos y controversias. La hipótesis central de este capítulo es que al sector lo caracterizaba un arreglo institucional defectuoso. Por fortuna —y a pesar de que todavía queda un largo camino por recorrer—, las cosas han empezado a cambiar en los últimos años, después de varias décadas de retraso.


    La Línea: una historia de atrasos y fracasos


    Víctor Renán Barco es uno de los mejores contertulios que he conocido. De él siempre se dijo que era un estadista en Bogotá y un “manzanillo” en La Dorada (Caldas), donde tenía buena parte de su electorado. Muchos políticos colombianos han tratado de emular el modelo del “decano” del Congreso colombiano, donde sirvió durante diez periodos consecutivos, desde 1968 hasta su muerte, en 2009. Barco era un hombre culto y contador de buenas historias. A menudo solía recordar, con cierta ironía, que a finales de los años cuarenta del siglo XX —cuando llegó por primera vez a Bogotá, procedente de su natal Aguadas—, al pasar por el Alto de La Línea el conductor del camión que lo transportaba le dijo: “Joven, aquí van a hacer un túnel”.


    El 4 de septiembre de 2020, casi setenta años después, el presidente Iván Duque inauguró el túnel de La Línea, una de las obras de infraestructura más importantes en la historia de Colombia. Su puesta en servicio marcó un hito histórico, no hay duda. Pero la verdad es que había muy poco que celebrar. La obra no solo se demoró décadas y décadas, sino que al cabo de algunos meses experimentó cierres intermitentes, debido a la persistencia de derrumbes en la zona; eso, sin mencionar que aún quedaban pendientes algunos tramos.


    Durante años se planteó en el país la pregunta de por qué, mientras sectores como el de hidrocarburos y el de la energía eléctrica —y en los últimos tiempos, las TIC— alcanzaron sólidos avances, esto no había sido posible para el sector de la infraestructura vial. Predominaban los desfases, los retrasos y los sobrecostos en la ejecución de proyectos viales. La Línea, como todo colombiano sabe, es el mejor ejemplo de esperanzas frustradas; de hecho, se trata de una obra que ilustra a la perfección cómo instituciones que no funcionan adecuadamente terminan produciendo proyectos cargados de frustraciones —y con ellos, procesos administrativos, licitaciones y contrataciones muy alejados del ideal—.


    En parte por lo anterior, el rezago del país en materia de infraestructura fue considerado por años —junto con el binomio entre el narcotráfico y la actividad delincuencial— el principal obstáculo para el crecimiento económico. Los costos y el tiempo que tomaba transportar mercancías por el territorio nacional dieron origen a esa legendaria afirmación según la cual “Cuesta más llevar un contenedor desde Bogotá a Buenaventura, que de ahí a cualquier lugar de Asia”. Creo que la escuché por primera vez estando en la universidad.


    Que la infraestructura sea el mayor freno del desarrollo se explica a partir de factores económicos, históricos y políticos. Por supuesto, en nada ayudan la geografía ni la geología, pues no solo tenemos tres cordilleras, sino que, como dice el antropólogo y biólogo Wade Davis, autor de libros sobre nuestra biodiversidad, la selva amazónica es realmente lo único que ha impedido que las jóvenes e inestables cordilleras se derrumben sobre el continente. A esto hay que sumar las permanentes restricciones fiscales del Estado colombiano y las reiteradas prácticas de corrupción, un mal enquistado en amplios sectores de la vida nacional, y que año tras año priva a los ciudadanos de billones de pesos en inversiones potenciales. A estos factores se sumó, desde mediados del siglo XX, el conflicto armado —que no solo le quitó recursos a la inversión pública, sino que hizo más difícil y costoso el trabajo de las firmas de ingeniería—.


    El vínculo entre infraestructura y conflicto es estrecho. Si se yuxtaponen los mapas de la criminalidad y el de la red vial, salta a la vista una realidad inocultable: allí donde el conflicto fue más grave —por ejemplo, en términos de homicidios— es, precisamente, donde no hay vías.


    El acuerdo de paz firmado entre el Estado colombiano y la guerrilla de las FARC puso fin a más de medio siglo de conflicto en nuestro país; sin embargo, el fin de la guerra no equivale al fin de la violencia. En muchas regiones persisten las amenazas a la tranquilidad de los ciudadanos. Al igual que el desarrollo, la paz requiere acciones —un asunto sobre el cual profundizaremos algunos capítulos más adelante—. La paz en Colombia demanda una fuerte inversión en carreteras, para que el Estado llegue a amplias zonas de donde ha estado ausente por más de doscientos años. Los vacíos que ha dejado el Estado los han ocupado otros. Esto fue, precisamente, lo que hicieron los grupos armados ilegales en amplias regiones del territorio nacional. Valga anotar que el antídoto para combatir a quienes pretenden hacerlo nuevamente, además de una política firme de seguridad y acompañamiento a los ciudadanos, pasa por garantizar el desarrollo de los territorios en materia de infraestructura. Ese es, entre otros aspectos, el enfoque de los llamados PDET, que son unos planes de desarrollo territoriales para las regiones más atrasadas del país, que a su vez son, también, las más afectadas por el conflicto y la delincuencia.


     


    * * *


     


    Volvamos ahora al túnel de La Línea, un caso icónico en esta historia de atrasos y fracasos.


    Nada más en lo que va corrido de este siglo —poco más de veinte años—, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) sesionó en siete ocasiones para abordar este proyecto. Sobra decir que cada vez que el tema llegaba a esta instancia —la cual reúne a prácticamente todo el gabinete ministerial y tiene la potestad para comprometer recursos fiscales— se buscaba reprogramar el proyecto, un eufemismo que en el argot gubernamental no quiere decir otra cosa sino ampliar el plazo de ejecución y aumentar el presupuesto aprobado.


    Durante mucho tiempo cargué en mi billetera un papelito con la historia de los sobrecostos y las demoras en la construcción (figura 1.1). La nota daba cuenta de sucesivos incrementos en el valor de la obra —los cuales veremos en detalle unas páginas más adelante—. ¿Por qué La Línea terminó mucho después de lo inicialmente planeado? No faltará quien, con hastío, atribuya todo a la corrupción. La verdad es que la principal explicación radica en una institucionalidad que no estaba preparada para ejecutar proyectos de gran calado. En la administración pública, la falta de planeación y la ausencia de arreglos institucionales pueden, pues, resultar casi tan costosas como las prácticas indebidas.
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          Figura 1.1. La nota del papelito, escrita de puño y letra

        

      

    


    Los ministros de Transporte y los directores de Invías justificaban, con buenos argumentos, la necesidad de apropiar recursos para poder terminar las obras. Un día eran las obras complementarias; otro, los accesos desde Cajamarca y Calarcá. La compra de equipos electromecánicos, que no se había incluido en la licitación original, se mencionaba de manera recurrente. Y, lo más grave, el cambio de contratista y la necesidad de iniciar un nuevo proceso para concluir la obra, pues le había quedado grande a la empresa que la adelantaba, por lo que fue necesario declararle la caducidad por incumplimiento.


    Estas explicaciones, sin embargo, no son satisfactorias para la opinión pública: la gente quiere ver obras y ejecución, y todos estos detalles —aunque soportados en evaluaciones objetivas— no hacen más que revivir las ya muchas veces contadas historias sobre la mala planeación de nuestras obras. Contratar hoy a cualquier precio y litigar mañana para “equilibrar las cosas” ha sido la “regla de oro” del sector cuando se trata de obras realizadas directamente por el Estado.


    Ante la opinión pública, la cara la termina poniendo el Ministerio de Hacienda: al fin y al cabo, de por medio está el dinero de todos los colombianos. A ello, por supuesto, se suma una de las frases favoritas de los funcionarios cuando se ven en aprietos: “Ah, pero eso se hizo con el visto bueno de Hacienda”. Por eso andaba con el papelito a la mano.


     


    * * *


     


    Retomemos la historia de La Línea con un poco de detalle; particularmente, desde el 7 de agosto de 1998, cuando me posesioné como ministro de Transporte del gobierno de Andrés Pastrana. En ese entonces el Gobierno contrató los estudios para atravesar la cordillera Central a 2400 m. s. n. m., por medio de un túnel de 8,6 km de longitud, a una profundidad de 900 m bajo el punto más elevado de la cordillera. El túnel que entró en operación en 2020 es exactamente ese; es decir, pasaron dos décadas entre la realización de los estudios y la terminación de esta ambiciosa obra de ingeniería que, pese a su complejidad, no se debió demorar veinte años en su fase final.


    Terminados los estudios, el Gobierno abrió la licitación en 2000 para construir el túnel; sin embargo, debido a la crisis económica que vivía el país, ni las firmas de ingeniería ni los bancos nacionales que las financiaban se le quisieron medir al proyecto. Los bancos extranjeros tampoco estaban dispuestos a prestarle recursos a un proyecto de alto riesgo.


    La primera posibilidad de echar a andar el proyecto vino por cuenta de una visita de Estado del presidente Pastrana a Japón, en mayo de 1999, y en la que tuve la oportunidad de acompañarlo. La construcción del túnel fue uno de los temas centrales de la agenda que desarrollamos en Tokio.


    En ese momento, el mundo —y especialmente, los países asiáticos en la esfera de influencia de Japón— atravesaba una profunda crisis. El gobierno del primer ministro Obuchi, quien falleció poco tiempo después, a causa de un derrame cerebral, nos ofreció un crédito en las mismas condiciones preferenciales que tenían los mejores aliados de Japón, como Tailandia, Malasia o Indonesia. La oferta era tentadora, pues la tasa de interés era inferior al 1 % anual y no había que pagar nada durante los primeros siete años. El propósito era financiar la construcción del túnel de La Línea y la rehabilitación del ferrocarril del Pacífico, que va desde el Eje Cafetero hasta el puerto de Buenaventura. Japón lo veía como un proyecto estratégico para acercar a Colombia con Asia.


    El primer ministro estaba, además, muy interesado en la elección de Kōichirō Matsuura, a quien nos presentó como su mejor amigo, como director de la Unesco, y fue elegante —pero explícito— en mencionar la importancia del voto de Colombia a favor de su candidato. Ese año, en efecto, Matsuura fue elegido para el cargo, y lo ejerció por diez años. Este es otro ejemplo de cómo la política siempre sale a flote, por un lado, o por otro.


    El crédito ofrecido por el Gobierno de Japón, que habría cubierto todas las necesidades para la construcción del túnel, finalmente no se pudo utilizar. Japón pedía que la construcción de la obra fuera liderada por una de sus firmas de ingeniería, que, por cierto, son magníficas. Podría formarse un consorcio con empresas colombianas, pero las empresas japonesas debían adelantar el grueso de la obra.


    Unas semanas después de la visita a Japón, viajé al corregimiento de Los Pozos, en San Vicente del Caguán, donde se adelantaban algunas obras en la que sería la sede de los diálogos de paz. Estando allí, se me acercó ‘Manuel Marulanda’, alias ‘Tirofijo’, fundador de la guerrilla de las FARC. Se quejó del mal estado de la vía de acceso a ese lugar. Pues nos demorábamos 40 minutos en recorrer los escasos 14 km que separaban la sede de las negociaciones del casco urbano del municipio. Era claro que el tema le producía gran interés, pues antes de su vida de guerrillero trabajaba como inspector de vías nacionales; precisamente, en el Eje Cafetero, al ser oriundo de Génova (Quindío) —muy cerca de La Línea—.


    El túnel no tardó en surgir en la conversación. Le comenté que habíamos estado en Japón con el presidente, y le dije: “Los japoneses quieren hacer la obra, son los mejores constructores de túneles del mundo, y tienen la mejor disposición, al punto de que nos van a aprobar un crédito como Colombia nunca lo ha tenido. Pero hay un problema: exigen seguridad para las personas y las empresas, y una de las cosas que nos dijeron es que ustedes, la guerrilla, no dejan trabajar”. Sin pensarlo dos veces, levantó la cabeza y, mirándome a los ojos —cosa que casi nunca hacía—, me respondió: “Eso se resuelve muy fácil: 10 %, [para el] ministro; 10 % para nosotros, y dígales que pueden trabajar tranquilos. Ustedes cobran sus impuestos, nosotros cobramos los nuestros”. Ese día regresé a Bogotá convencido de que, con esa actitud tan arrogante y desafiante, las conversaciones no iban a ser nada fáciles. Quedó sembrado en mí un profundo escepticismo frente al éxito del proceso. El tiempo, lastimosamente, me dio la razón.


    Al poco tiempo, el presidente Pastrana me designó director del Departamento Nacional de Planeación, por lo que me correspondió hacer parte del comité temático que preparaba la agenda para las negociaciones de paz entre el Gobierno nacional y las FARC. Visitaba San Vicente del Caguán todos los fines de semana, así que esa no fue mi última conversación con Marulanda.


    Meses después de nuestro primer encuentro, Tirofijo me salió con otra perla parecida. Para ese entonces yo estaba dedicado a conseguir recursos en el exterior para el Plan Colombia y a explicar esa iniciativa, que era la principal estrategia del Gobierno, en múltiples escenarios dentro y fuera del país. La guerrilla había pedido una reunión sobre el plan, pues ya intuían lo que se venía. Mientras hablaba, Marulanda se echó para atrás en una silla Rimax y se cayó de espaldas. Lo recogieron casi del piso dos guerrilleras que lo escoltaban. Al reincorporarse me pidió que empezara de nuevo, pues se le había “borrado el disco duro”. Oyó toda mi presentación sin interrumpir, y prácticamente sin pestañear. Al final me hizo a un lado y me dijo: “Doctor Cárdenas, entendí muy bien el mensaje. Ustedes tienen sus fuentes, y nosotros, las nuestras. Si ustedes consiguen más plata, nosotros también tenemos cómo conseguir más”. Se trataba de una amenaza explícita de que aumentarían la extorsión y el secuestro —como, en efecto, lo hicieron—.


    Soy un convencido de que sin el Plan Colombia no se habría podido terminar el conflicto armado con las FARC. Esta iniciativa permitió un fortalecimiento militar e institucional que fue decisivo para poner el equilibrio de fuerzas a favor del Estado colombiano. Años de golpes contundentes a la guerrilla, sumados a profundos cambios en el panorama político del país y el mundo, propiciaron las condiciones que condujeron a la firma del acuerdo de paz que en 2016 puso fin a un conflicto armado interno de más de medio siglo de duración. En todo este proceso, el apoyo de los Estados Unidos y el de Europa —este último, más político que económico, pues las promesas de recursos de la Unión Europea y sus miembros siempre generaron más expectativa que realidad— fue fundamental. Analizando los hechos en retrospectiva, cada vez me convenzo más de que todo el esfuerzo que hicimos recorriendo el mundo en búsqueda de respaldo para el Plan Colombia —con el entonces canciller Guillermo Fernández de Soto— bien valió la pena.


    Es importante anotar que, si bien el fin del conflicto armado constituyó un logro histórico, Colombia todavía no está en paz. Todavía persisten amenazas que —derivadas del narcotráfico, las disidencias, el crimen organizado y la delincuencia común— ponen en riesgo la tranquilidad y el bienestar de los ciudadanos en varias regiones del país.


    Para rematar la historia del Caguán con una nota familiar que nunca olvidaré, un día mi buen amigo Víctor G. Ricardo, entonces comisionado de paz, cuando todo indicaba que dormiríamos allá, me montó en un carro en Los Pozos, para que regresara a la pista aérea en San Vicente, y de allí, a Bogotá. Al llegar a mi casa supe la razón: nuestra primera hija, Isabela, nacería en pocas horas, y Cristina, mi esposa, me estaba esperando para irnos a la clínica.


    Pero volvamos al Túnel. La oferta de los japoneses no se pudo materializar. La Ley 80 de 1993 era clara: había que asegurar pluralidad de proponentes en igualdad de condiciones. Esto bloqueaba cualquier posibilidad de asegurar que el contrato lo ejecutarían firmas niponas. En esas circunstancias, el Gobierno japonés no estaba dispuesto a otorgar un crédito en condiciones tan favorables como las que había ofrecido; por supuesto, tenían el legítimo interés de generarles oportunidades a sus propias empresas, y si no lo lograban, no estaban obligados a prestar los recursos.


    En julio de 2000, estando en la dirección del Departamento Nacional de Planeación, llevamos a consideración del CONPES la contratación de créditos externos hasta por 218,2 millones de dólares, destinados a financiar una parte del proyecto Túnel de La Línea. El crédito lo otorgó la CAF —antes Corporación Andina de Fomento, hoy Banco de Desarrollo de América Latina—. Se abrió la licitación, pero no llegó ningún proponente. La razón es que la firma contratista debía encargarse de obtener el resto del financiamiento, y ninguna lo logró.


    Más adelante, en diciembre de 2001, cuando ya faltaba poco para el final del gobierno Pastrana, y en un nuevo intento por adjudicar el proyecto, se modificó este documento en un segundo CONPES; sin embargo, tampoco pudo materializarse, por falta de proponentes.


    Durante el primer gobierno Uribe (2002-2006) se estimó que, dada la geología de la región, lo mejor era comenzar la construcción haciendo primero un túnel piloto —es decir, un túnel estrecho, de solo 8 m de diámetro—, que serviría más adelante para ingresar la maquinaria y los trabajadores en la construcción del túnel definitivo. Esto cambió el cronograma previsto durante la administración Pastrana, pues fue necesario contratar nuevos estudios y diseños.


    La construcción del túnel piloto se ejecutó entre 2005 y 2009. Está conectado cada 500 m con el túnel principal, y por él pueden entrar ambulancias y máquinas pequeñas de bomberos.


    La contratación del túnel definitivo volvió nuevamente a ser tema del CONPES en 2007, durante la segunda Administración Uribe, cuando se declaró de importancia estratégica el proyecto Cruce de la Cordillera Central-Túnel II Centenario. En él se aprobó un plan de inversiones por valor de 620.000 millones de pesos. Con base en este monto se abrió una licitación, que fue declarada desierta en febrero de 2008. Ya para ese momento se contaban tres CONPES y tres licitaciones fallidas.


    En abril de 2008, se expidió otro documento CONPES (el 3511), que incrementó el presupuesto a 720.000 millones de pesos, lo que permitió que en diciembre de ese año el Invías suscribiera el contrato con la Unión Temporal Segundo Centenario, cuyo objeto era la construcción del primer túnel unidireccional de 8,6 km (Portal Tolima-Portal Quindío). El contrato también incluyó la construcción de la segunda calzada entre el intercambiador Bermellón y Cajamarca (Tolima) y entre Calarcá y el intercambiador Américas (Quindío), así como la construcción de estos dos intercambiadores. Como veremos, años más tarde, por incumplimiento del contratista, se declararía la caducidad del contrato. Otra obra inconclusa para la entonces ya larga lista de frustraciones.


    Pero miremos primero lo que pasó antes. En septiembre de 2013, el Ministerio de Transporte pidió modificar el plan de inversiones del CONPES 3511 de 2008 teniendo en cuenta “los ritmos reales de ejecución del contrato debido a la existencia de mayores fallas geológicas a las inicialmente proyectadas, (2) un menor rendimiento en los procesos de excavación al estimado inicialmente, y (3) la necesidad de realizar actividades adicionales en relación con requerimientos ambientales”.


    También, solicitó la asignación de nuevos recursos a los programados originalmente, “con el fin de garantizar la culminación del sistema en doble calzada e inicio de operación del proyecto en el año 2015”. En 2013 —mediante un nuevo documento CONPES (el 3795)— se asignaron 520.000 millones de pesos adicionales a los establecidos en 2008. Esta era la quinta aprobación del CONPES.


    En 2015 no se inauguró el proyecto, sino que se produjo un sexto documento CONPES (el 3846), que hizo lo mismo que habían hecho los anteriores: “reprogramar”. En este caso se sustentó la solicitud sobre la base de ciertos requerimientos especiales en materia ambiental, la construcción del intercambiador de Versalles (debido a un nuevo diseño) y los equipos electromecánicos, cuyo valor había aumentado, debido a la devaluación del peso frente al dólar. Se aprobaron 757.000 millones de pesos para estas obras adicionales.


    Pero todavía estábamos lejos de llegar a la meta. Por cuenta de la declaratoria de caducidad del contrato original, había que hacer una nueva contratación. El Invías solicitó, entonces, recursos adicionales por 249.000 millones de pesos. En abril de 2017, el Consejo Superior de Política Fiscal (CONFIS) autorizó los recursos para la contratación de las obras relacionadas con fallas geológicas, túneles cortos y viaductos para la terminación del túnel de La Línea y de la segunda calzada Calarcá-Cajamarca en los departamentos de Tolima y Quindío, no contempladas en el contrato de 2008. Para 2017, el valor del proyecto ya iba en 2,3 billones de pesos.


    En diciembre de 2018, el CONFIS reprogramó y autorizó un cupo de vigencias futuras para que el Invías adicionara o prorrogara los contratos relacionados con la terminación de las obras del túnel de La Línea y los intercambiadores Américas y Bermellón, así como la terminación del puente La Herradura, las obras a cielo abierto de la segunda calzada en los sectores Quindío y Tolima, las actividades ambientales, la gerencia integral y la supervisión del proyecto. En mayo de 2019, el CONFIS, nuevamente, autorizó vigencias futuras para la terminación de la segunda calzada Calarcá-Cajamarca —una obra en especial relevante, si se tiene en cuenta que por este corredor pasan a diario más de 7.000 vehículos; el 70 % de ellos, de carga—. Finalmente, en septiembre de 2019 se autorizaron recursos para adicionar los contratos relacionados con la terminación de túneles cortos, vías y puentes en los sectores de Quindío y Tolima. Para ese momento estaban activos en la obra veinte frentes de trabajo, con cerca de 2.000 personas trabajando 24 horas al día, siete días a la semana, en turnos de ocho horas.


    En el momento de su inauguración, la cuenta ya había ascendido a más de 4 billones.


    La pregunta es obvia: ¿qué explica esta larga historia de demoras y sobrecostos? ¿Cuál es la razón de fondo detrás de todo esto? Una revisión de todos los pasos, los ajustes y los cambios ilustra, de manera elocuente, los problemas de improvisación, falta de diseños completos, utilización de supuestos inexactos y falta de buena planeación y de buena gerencia. Mi conclusión es que en proyectos de alta complejidad es mucho más conveniente involucrar al sector privado bajo la modalidad de asociaciones público-privadas —las llamadas APP—, donde la gerencia de la obra la hace el concesionario y los riesgos se comparten de acuerdo con términos contractuales pactados con anticipación. Al país no le ha ido bien bajo la modalidad de obra pública, en la que el Estado se encarga de hacer los proyectos con contratistas que, como quedó claro en el caso de La Línea, no dan la talla.


    Además de lo anterior, a menudo las cosas quedan incompletas, pues, como se dice en el argot popular, “Queda faltando el centavo para el peso”. Muchas personas se preguntan por qué el túnel inaugurado en 2020 corre en una sola dirección. Esto tiene su explicación. En marzo de 1999, cuando se adelantaban los estudios, tuvo lugar un lamentable incendio en el legendario túnel del Mont Blanc, que une a Francia con Italia, en los Alpes. La conflagración, que cobró la vida de 39 personas y duró 53 horas, se produjo por el accidente de un camión que cargaba mantequilla y harina —que al arder generan mucho humo y se consumen muy despacio—, muy cerca al punto medio de los 11,6 km que tiene el túnel. Los carros quedaron atrapados e impidieron el acceso de los equipos de bomberos. Desde entonces la recomendación ha sido que túneles de cierta extensión y de 2 carriles siempre sean unidireccionales, para dejar espacio a las tareas de rescate en caso de accidentes.


    Los túneles, eso sí, deben ser —hasta donde se pueda— reversibles; esto es, contar con ventilación y señalización en ambas direcciones. Esa es una tarea pendiente —otro “centavo”— en el túnel de La Línea, que actualmente solo puede operar desde el Quindío hacia el Tolima, debido a que se agotaron los recursos para garantizar la señalización en el sentido inverso.


     


    * * *


     


    Hablando del túnel, se me viene a la memoria otra experiencia, en la que se puede establecer un claro contraste en la capacidad de gestión del Estado colombiano. Como ministro de Transporte, tuve que vivir de cerca uno de los episodios más dolorosos de la historia reciente del país. Cerca de la 1:30 p. m. del lunes 25 de enero de 1999, se produjo un fuerte temblor que se sintió en mi despacho en el Ministerio. A los pocos minutos, Gloria Téllez, mi secretaria en esa cartera, quien siempre tenía un radio prendido en su oficina, entró apresuradamente para contarme que se trataba de un terremoto con epicentro en el Eje Cafetero, y que había afectado fuertemente a Armenia, la capital del Quindío. Empezaron a llegar las noticias. Era claro que la situación era muy grave.


    De inmediato cancelé un viaje que debía emprender esa misma tarde, a la que habría sido mi primera participación en el Foro Económico Mundial, en Davos, y me puse a órdenes del presidente Pastrana para hacer frente a la emergencia. Viajamos esa misma tarde a Armenia en compañía de Gustavo Canal, entonces director del Invías. Tan pronto llegamos fuimos a recorrer el centro de la ciudad con el acompañamiento de la Cruz Roja que ya estaba en el sitio. Ahí comprendimos la magnitud de la tragedia. La tensión estaba al tope. Edificaciones derruidas y escombros por doquier. Nunca olvidaré a muchos niños pidiendo ayuda para sacar a sus padres de los escombros; también, saqueos a los comercios, que sembraron pánico toda la noche, pues se escuchaban disparos al aire.


    Nos pusimos en contacto con todas las firmas de construcción del país para que movilizaran su maquinaria hacia Armenia y colaboraran en la remoción de escombros. Esa tarde habíamos garantizado los corredores viales para la llegada de equipos de rescate y de asistencia. Todavía estábamos a tiempo para salvar vidas. Bien entrada la noche regresamos a Bogotá.


    A la madrugada siguiente tomamos el helicóptero del Ministerio. El objetivo era llegar a Armenia haciendo primero un recorrido sobre la zona de La Línea, pues habíamos recibido reportes de que la vía se había visto seriamente afectada por el terremoto —cosa que, por fortuna, resultó falsa—.


    Estábamos sobrevolando Cajamarca, en el departamento de Tolima, cuando advertimos que algo no andaba bien. La cabina del helicóptero se llenó de humo y un insoportable olor a quemado nos ahogó. El helicóptero comenzó a descender a gran velocidad, trazando círculos, hasta aterrizar en una cancha de fútbol —el último lugar disponible para una maniobra de emergencia de esa naturaleza antes de atravesar el alto de La Línea—.


    Un grupo de jóvenes que se encontraba en la cancha vino a nuestro encuentro. “¡Ese helicóptero no paraba de echar humo! ¡Se hubieran matado!”, gritó uno de ellos, alarmado, mientras bajamos apresuradamente de la aeronave.


    El helicóptero había quemado todo el aceite, y el comandante tuvo que hacer una maniobra de emergencia. Hasta hoy sigo convencido de que a cualquier otro piloto le habría costado un trabajo enorme ejecutar un aterrizaje tan apresurado como el que tuvimos. Teníamos la fortuna de volar con el capitán Bejarano, uno de los pilotos más experimentados del país, y quien había entrenado a cientos de oficiales del Ejército y la Policía en la base de Mariquita. Siempre le agradeceré al ‘Capi’ —con quien recorrimos, literalmente, el país de arriba abajo— por su destreza y su sangre fría en un momento tan crítico. Ese día nos salvó la vida.


    Conseguimos un carro prestado en Cajamarca y seguimos nuestro camino rumbo a Armenia. Llegamos a la sede de la Corporación Regional del Quindío, para colaborar en la coordinación de la remoción de escombros y el rescate de personas.


    Viajamos luego a Pereira —apenas 45 km separan a las dos ciudades— para encontrarnos con el presidente Pastrana, quien había aterrizado allí, pues el aeropuerto de Armenia había quedado fuera de servicio. Los gobernadores y los alcaldes de la región, y los comandantes del Ejército y la Policía, lo estaban esperando.


    Bien entrada la noche, mientras regresábamos con Gustavo por tierra a Armenia, en medio de la lluvia, la tensión y la total oscuridad, sentí una profunda impotencia. Habían perdido la vida 1.185 personas, cerca de 4.000 resultaron heridas, y muchas más perdieron sus viviendas. Mucha gente estaba en la calle sin saber qué hacer, agobiada por el desespero y el caos. Nuestra tarea era ayudar y dar esperanza. Pasamos muchas semanas allá.


    La pujanza cafetera, el apoyo nacional e internacional y la coordinación desde el Fondo para la Reconstrucción del Eje Cafetero (FOREC) —liderado por Luis Carlos Villegas, quien, con su tenacidad y su energía, produjo verdaderos milagros— permitieron que la región se pusiera nuevamente de pie. Quedaron muchas lecciones aprendidas. El FOREC se volvió ejemplo en el mundo y, como debe ocurrir después de un desastre natural, la reconstrucción dejó un mejor Eje Cafetero que el que había antes de la tragedia.


    ¿Por qué fue posible construir varios miles de viviendas y rehacer la infraestructura de varias ciudades y decenas de municipios en muy pocos meses, mientras que construir el túnel de La Línea tardó, en cambio, décadas? Es evidente que la capacidad de gerencia del sector privado, en este caso la de las principales ONG del país a las que les asignaron sectores para la reconstrucción, excede en mucho la del Estado.


    Un diagnóstico desde la academia


    Finalizado el gobierno Pastrana, mi interés en el tema de la infraestructura se mantuvo vivo. En febrero de 2006, como director de Fedesarrollo, escribí, junto a Alejandro Gaviria y Marcela Meléndez, por encargo de la recién creada Cámara Colombiana de la Infraestructura (CCI), un análisis sobre el sector.


    El documento buscaba identificar las causas más profundas del atraso vial en el país. Entender la baja asignación de recursos presupuestales era un buen punto de partida, para luego pasar a proponer reformas de fondo.


    La Constitución de 1991 había relegado a un segundo plano la inversión en infraestructura, al ordenar un fuerte incremento en las transferencias del Gobierno central a los departamentos y los municipios, para garantizar los derechos fundamentales de los ciudadanos, como el acceso a la educación y a la salud; en otras palabras, la Constitución ordenó priorizar y aumentar —de manera explícita— el gasto social. Ello implicaba gastos adicionales; los ingresos, sin embargo, no siempre estaban disponibles. Lo dispuesto por la nueva Constitución, aunque deseable desde el punto de vista de la equidad, generó un fuerte desequilibrio fiscal, que se agravó en 1998, cuando los mercados financieros internacionales se cerraron, luego de que Rusia anunció que no pagaría sus obligaciones. Este hecho —ocurrido en agosto de 1998, cuando se iniciaba la administración Pastrana—, sumado al desequilibrio interno, fue, en buena medida, la explicación de la grave crisis económica que el país vivió en 1999.


    Como los mandatos de la Constitución eran completamente inflexibles, y la infraestructura de trasporte no era la prioridad, al sector no se le asignaban recursos suficientes; por eso, para atender las necesidades del país en la materia —fundamental para la competitividad económica—, se hizo necesario adoptar el modelo de participación privada, bajo el esquema de concesiones.


    La primera generación de concesiones se inició en 1994, y consistió, sobre todo, en proyectos enfocados en obras de rehabilitación y ampliación de calzadas, concentrados en los accesos a las ciudades. Se entregaron en concesión cerca de 1.500 km de carreteras nacionales. Estos contratos fueron modificados en múltiples oportunidades —sobre todo, respecto a la ampliación de plazos para el diseño y la construcción, así como el aumento de los aportes del Gobierno—. A pesar de todo, la experiencia fue positiva, pues la alternativa —que era la obra pública; es decir, la Nación haciendo las obras— era prácticamente inexistente, debido a la limitación de recursos fiscales.


    Una de mis primeras salidas de campo como ministro de Transporte fue a la concesión Buga-Tuluá-La Paila. Construida dentro del marco de esa primera generación de concesiones, esta imponente vía —paralela al río Cauca— era el ejemplo para seguir en el país. Su construcción se había financiado parcialmente, desde un primer momento, por el hoy liquidado Instituto de Fomento Industrial (IFI). Esta experiencia de éxito demostró la necesidad de que existiera una entidad financiera del Estado con la capacidad para otorgar créditos a largo plazo con periodos de gracia amplios. Este concepto fue muy relevante para el diseño, años más tarde, de la Financiera de Desarrollo Nacional (FDN).


    Las concesiones de segunda generación comenzaron en 1995, y surgieron como un intento por solucionar problemas en la estructuración de proyectos y la falta de estudios previos. También introdujeron la posibilidad de que los plazos de la concesión fueran variables revirtiendo la vía a la Nación una vez el concesionario obtuviera el ingreso esperado. ¿Qué implicaba esto? Una concesión le otorga a un actor privado, a cambio de hacer una serie de inversiones, el derecho a operar una ruta, un aeropuerto, un puerto o una vía por un periodo determinado. Terminado ese plazo, los activos que se hayan construido pasan a manos de la Nación —es decir, se revierten—.


    En esta segunda generación se previó la rehabilitación de 350 km, la construcción de 180 km y la entrega de otros 970 km de carreteras para su mantenimiento.


    Por su parte, la tercera generación recibió luz verde estando yo en el Ministerio de Transporte, en 1999. El objetivo principal era atender las vías que conectaban los grandes centros productivos con los puertos, con énfasis en los accesos a las ciudades. La principal novedad de estas concesiones fue la evaluación y la estructuración de proyectos con un carácter gradual, a medida que se desarrollaban las obras.


    El alcance y la naturaleza misma de estas concesiones respondían a las condiciones económicas e institucionales de la época. Con recursos limitados, se conquistaron avances que, si bien significativos, se quedaron cortos frente a las necesidades del país. Pasaron catorce años —y con ellos, varias reformas institucionales y profundos cambios en la vida social, política y económica del país— antes de la llegada de una cuarta generación.


     


    * * *


     


    Las recomendaciones del trabajo que hicimos en Fedesarrollo, presentadas con gran despliegue en uno de los primeros congresos de la CCI, giraron en torno a cuatro ejes. El primero planteaba la necesidad de redireccionar los recursos de las regalías minero-energéticas hacia proyectos de infraestructura de interés general. Esta reforma, de carácter constitucional, se hizo realidad en 2011, con la creación del Sistema General de Regalías (SGR), en cuya reglamentación y operación trabajé varios años desde los ministerios de Minas y de Hacienda. Más adelante, en 2017, tramité una reforma constitucional para asignar el 7 % de las regalías para la implementación de los acuerdos de paz; en particular, para la construcción de infraestructura en las zonas más afectadas por el conflicto armado. Así, se hicieron ajustes para crear la denominada Asignación Especial para la Paz, la cual arrancó con el pie derecho, pues desde el primer momento recibió recursos por casi 1,5 billones de pesos. Lo paradójico es que, si bien los recursos estaban disponibles, no había proyectos para ejecutar. No hay nada más frustrante en un gobierno que tramitar y asegurar las partidas presupuestales pero no tener los proyectos listos para contratar. La realidad es que para la construcción de vías terciarias —las que se requieren en las zonas rurales afectadas por el conflicto— no se tenían los niveles mínimos de diseño para llevarlas a cabo. Hasta hoy, esa sigue siendo una tarea pendiente, una en la cual es urgente avanzar como condición indispensable para la construcción de paz, el impulso del desarrollo y el fortalecimiento de la presencia estatal en todo el territorio nacional.


    En buena medida, esta realidad ilustra que la paz va mucho más allá de la firma de un documento. La paz —su construcción y su sostenibilidad en el tiempo— demanda esfuerzos en diversas esferas. La infraestructura, desde luego, es una de las más importantes. Garantizar avances en este campo requiere capacidad de preparación de proyectos, algo en lo que todavía hay grandes limitaciones en el país; especialmente, en los departamentos y los municipios. Subsanar este vacío es una prioridad.


    La segunda recomendación del documento fue maximizar la participación privada mediante reglas de juego claras y estables. Eso se presentaba como un imperativo, debido a la priorización constitucional del gasto social que detallamos unas páginas atrás, y que impedía un aumento sustancial de los recursos públicos para inversión en el sector de la infraestructura de transporte.


    Adicionalmente, planteamos una mayor flexibilidad en el uso de los recursos de las transferencias que reciben las entidades territoriales —provenientes de los impuestos que recauda el Gobierno nacional— para que pudieran cumplir con algunas competencias en materia de infraestructura. El propósito de un ajuste en este sentido es que las entidades territoriales que hubiesen resuelto problemas de cobertura de educación y salud pudieran invertir en infraestructura física. Esta reforma todavía es una tarea pendiente para el país.


    Por último, recomendamos la elaboración de un plan decenal de infraestructura que permitiera fijar las prioridades del sector, con criterios técnicos y objetivos. Tener un buen plan con claras prioridades es un buen antídoto frente a la escogencia de proyectos con criterios políticos. El primero de estos planes, finalmente, se produjo en 2016.


    El trabajo para la CCI fue presentado a finales del primer mandato del expresidente Álvaro Uribe. Su gobierno —en particular, el ministro de Transporte, Andrés Uriel Gallego— nunca estuvo del todo convencido de la idea de vincular capital privado al desarrollo de vías mediante el esquema de concesiones. Andrés Uriel, un hombre amable y de trato cordial, nunca dio su brazo a torcer en esta materia. Formado en la Escuela de Minas de la Universidad Nacional de Medellín —de la que mi abuelo fue decano durante décadas—, era un defensor no solo de la ingeniería nacional —muy talentosa, pero con espacio de mejora—, sino de los contratos de obra pública. Solía quejarse de las concesiones que llevaban años viviendo a costa del Estado por cuenta de las garantías que les otorgaba el Gobierno.


    Ciertamente, el modelo de asignación de riesgos, que busca evitar este tipo de situaciones, debía mejorarse. Pero la solución no era abandonar la participación privada, sino replantear el modelo de concesiones.


    La hora de la infraestructura


    Garantizar un salto en materia de infraestructura —teniendo como objetivo una red de carreteras moderna y eficiente— es uno de los objetivos más estratégicos para el desarrollo del país. Las primeras tres generaciones de concesiones viales habían dejado un sinsabor en la ciudadanía. No era para menos: algunas de ellas se encontraban inmersas en grandes controversias jurídicas, sin siquiera haber iniciado las obras.


    Pero el modelo de construcción de vías bajo la modalidad de obra pública —contratadas por el propio Gobierno— tampoco había dado los resultados esperados, pues los recursos eran insuficientes y, por lo general, los proyectos escogidos no obedecían a prioridades técnicas, sino, más bien, a una lógica política. La contratación administrativa también dejaba mucho que desear.


    Todo esto fue generando un clima de opinión a favor de un cambio en las bases del sector transporte —un cambio que requería voluntad política y disposición para realizar grandes reformas—. Se hacía, pues, necesario impulsar leyes y hacer ajustes institucionales de fondo.


    A esto se sumaron elementos como la significativa mejora en los índices de seguridad alcanzados durante la administración Uribe y el crecimiento de la economía durante la primera década de este siglo, que habían hecho aún más evidentes las limitaciones de la infraestructura. La CCI había contribuido a crear más conciencia en el país sobre la gravedad del problema por resolver y la necesidad de avanzar en los cambios necesarios.


    Para acertar era indispensable tener una hoja de ruta. Con ese propósito, en 2011 el gobierno Santos convocó una comisión de expertos de varias disciplinas. Integrada por Carlos Angulo, Juan Benavides, Martín Carrizosa, Martha Cediel, Armando Montenegro, Hugo Palacios, Guillermo Perry, Jorge Pinzón y Bernardo Vargas, y coordinada por Roberto Steiner, esta entregó sus recomendaciones en octubre del año siguiente.


    Fue un trabajo de enorme importancia, pues generó pautas sobre cómo armar un rompecabezas institucional muy complejo. Muchas veces, el éxito de la gestión pública pasa por vincular a personas que, por su experiencia y su formación, tienen la perspectiva suficiente para hacer grandes aportes, pero no están inmersas en el desgastante día a día de las tareas del gobierno, las cuales no dejan mucho tiempo para la reflexión y el análisis; además, las recomendaciones fruto de trabajos independientes sirven para iniciar un diálogo político a partir de las propuestas de un equipo respetable y técnico. Cuando están bien conformadas y tienen éxito, las comisiones de expertos ayudan a “correr la cerca” de lo que es posible en el mundo de la política; de ahí la importancia y el valor de convocar una comisión como esta —bien integrada, con diferentes puntos de vista, y que produjo en poco tiempo un paquete robusto de recomendaciones—.


    El punto de fondo es este: lo que se planea sale bien. Esa es la principal enseñanza que me dejó el proceso de reforma emprendido a partir de 2012, y del cual hice parte como ministro de Hacienda. Como veremos, las ejecutorias en otros sectores a lo largo de este libro, a partir de un hilo conductor, argumentos sólidos, tareas planeadas y acciones proyectadas en el tiempo, las reformas y las historias de éxito en política pública son posibles. Para el éxito en la función pública se requiere un plan, y para articular un buen plan hay que oír voces expertas. Esto consume tiempo, pero es la mejor inversión posible. Los gobiernos que privilegian el instinto y la intuición —una vía que bien puede conducir a indeseables populismos—, por considerar que los estudios son una pérdida de tiempo, no solo se equivocan en sus decisiones, sino que, al final, llevan a la sociedad por el camino más lento hacia el desarrollo.


    Por lo anterior, el primer consejo que les doy a los gobiernos que me piden asesoría en la puesta en marcha de reformas institucionales de gran impacto es hacer un documento que los anglosajones denominan white paper. Este consiste en un compendio que pone en blanco y negro cuál es el punto de partida, cuáles los problemas por resolver y cuáles son las acciones para llegar al escenario deseado. Se trata, en últimas, de trazar una ruta e invertir capital político —es decir, soportar los chaparrones— con una lógica predeterminada. Esto requiere, por supuesto, que todas las piezas del rompecabezas estén más o menos organizadas. La improvisación es la peor enemiga de los gobiernos, y es muy fácil caer en ella, dada la gran cantidad de problemas que se deben atender —la mayoría de ellos, imposibles de anticipar o de predecir—. Muchas veces, lo urgente no deja tiempo para lo importante. Esta trillada frase aplica bien a la administración pública.


    Las recomendaciones de la Comisión de Infraestructura, que entregó su informe en 2012, se centraron en cuatro temas principales: 1) arquitectura institucional, 2) ajustes al marco normativo, 3) condiciones para la estructuración y la adjudicación de proyectos de participación privada y 4) financiación de proyectos. Estas recomendaciones se convirtieron en el eje movilizador que llenó de contenido la presentación de leyes ante el Congreso, la creación de nuevas entidades y la preparación de los proyectos —y sus respectivos estudios y diseños— con los que se daría el salto de la infraestructura. Un verdadero arreglo institucional.


    Comencemos por los cambios legislativos. Convertir las recomendaciones en leyes toma tiempo. No se trata solo de preparar proyectos de ley —que es un asunto de filigrana jurídica—, sino de la necesidad de navegar un vasto océano de intereses económicos, políticos y regionales representados en el Congreso de la República.


    En 2011 ya se había aprobado la Ley de Vigencias Futuras, que le abrió la puerta a la posibilidad de comprometer aportes de la Nación a proyectos hasta por 30 años —hasta ese momento, el plazo no podía exceder los 10 años—. La ley también obligó al CONPES a ponerle un techo al monto máximo de vigencias futuras que cada gobierno puede comprometer, a fin de no abusar de la figura. La suma de estos dos elementos ha hecho posible la puesta en marcha —de forma responsable y ordenada— de grandes proyectos de infraestructura, pues, además de distribuir los aportes de la Nación en más años —lo cual permite hacer más proyectos al mismo tiempo—, ha establecido reglas de juego claras sobre lo que cada administración puede hacer a expensas del dinero que tendrá que ser pagado por los siguientes gobiernos.


    A estos límites formales y normativos al monto de vigencias futuras se ha añadido uno informal, que es, incluso, más relevante. En un viaje a Londres, como ministro de Hacienda, visité a Jim O’Neill, quien era en ese momento secretario de Finanzas del gobierno conservador de David Cameron. O’Neill es reconocido por haber acuñado la expresión BRICS para referirse a las cinco principales economías emergentes (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica). El propósito de mi cita era indagar sobre el manejo de las asociaciones público-privadas (APP) en el Reino Unido —el pionero en el mundo en esta materia— y, en particular, el criterio para comprometer vigencias futuras. Me explicó que no había una regla escrita, pero me recomendó mantener el total de vigencias futuras aprobadas —es decir, lo que tendrán que pagar los siguientes gobiernos— por debajo del 10 % del producto interno bruto (PIB). Me pareció práctico y razonable, de modo que seguí al pie de la letra su recomendación mientras estuve en el Ministerio de Hacienda. Aunque la norma del CONPES habría permitido aprobar más vigencias futuras, siempre me ceñí a la regla del Tesoro británico. Muchas veces, las instituciones informales, como esta, pesan más que las formales.


    Entre 2012 y 2014 se aprobaron otras tres leyes fundamentales. La primera fue la Ley de Asociaciones Público-Privadas (2012), orientada a crear las condiciones necesarias para atraer a inversionistas privados que desarrollen los proyectos y pongan recursos a riesgo. El Gobierno también aporta recursos y asume algunos riesgos, pero lo que se espera es que esto lo haga, en mayor medida, el sector privado.


    Le siguió la Ley de Infraestructura, que permitió construir un marco normativo para superar los principales cuellos de botella —adquisición de predios, licencias ambientales, permisos mineros y redes de servicios públicos— que habían afectado la viabilidad y la agilidad en el desarrollo de proyectos en las tres generaciones anteriores. Esta ley fue aprobada en 2013. En agosto de ese mismo año, el CONPES aprobó el documento que dio luz verde a la cuarta generación de concesiones viales en Colombia.


    En 2014, el turno fue para la Ley de Expropiaciones, la cual sentó reglas claras sobre los procesos administrativos o judiciales que se debían o se podían adelantar cuando no fuera posible la enajenación voluntaria de los inmuebles requeridos para la ejecución de un proyecto por adjudicar.


    Este marco normativo estuvo soportado, además, por la creación de una serie de agencias con la capacidad necesaria para asumir un modelo totalmente nuevo en materia de construcción de infraestructura vial para el país.


    La primera fue la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI), que cuenta con autonomía y recursos técnicos para estructurar y administrar las APP. Esta agencia, además, recibió las concesiones de aeropuertos. La ANI ha sido trascendental para la transformación del sector, en buena parte, porque se integró con equipos técnicos y expertos —en contraste con el manejo politiquero que históricamente se le había dado a su antecesor, el Instituto Nacional de Concesiones (INCO)—.


    El modelo de agencia fue también un elemento nuevo en el ordenamiento legal colombiano. Aunque se trata de entidades públicas, las agencias disponen de mayor autonomía administrativa, técnica y presupuestal —y de mejores remuneraciones para atraer al personal más idóneo—, en comparación con otras dependencias del Estado.


    Se trató de entidades modernas y flexibles, ajustadas a esta nueva realidad en materia de infraestructura; sin embargo, la más innovadora fue, quizás, la FDN, que se convirtió en un verdadero brazo financiero para el apalancamiento de grandes proyectos de infraestructura. A la FDN, además del Gobierno —que tiene una participación mayoritaria— ingresaron como socios la Corporación Financiera Internacional del Banco Mundial (IFC), la CAF y el banco japonés Sumitomo Mitsui Banking Corporation (SMBC), uno de los más grandes del mundo. Japón, por fin, se pudo vincular al desarrollo de infraestructura en el país.


    Estos socios son fundamentales para el gobierno corporativo de la entidad, pues la idea ha sido evitar la financiación de “elefantes blancos” —tan típicos de nuestra banca de desarrollo, y que son impulsados por los gobiernos invocando razones más políticas que técnicas—.


    Pero construir el rompecabezas de la nueva infraestructura requería más que la financiación de la FDN. Era necesario movilizar recursos de muchas otras fuentes, que permitieran financiar un programa cuyas necesidades eran 20 veces superiores al valor de los créditos que el sector de infraestructura les debía a los bancos colombianos en ese momento.


    Fue necesario modificar la regulación financiera y expedir una serie de decretos (el 816 de 2014 y el 1385 de 2015) que autorizaban a los bancos a prestar hasta el 25 % de su capital en un proyecto individual de las 4G (hasta ese momento, el límite por proyecto era el 10 %). Cada proyecto sería tratado como una empresa individual, así sus socios fueran los mismos en diversos proyectos. En el caso específico de la FDN, se autorizó que podría prestar hasta el 40 % de su capital en un proyecto individual de las 4G. Algo que a la postre resultó trascendental fue autorizar a los fondos de capital privado —que son una inversión elegible para los fondos de pensiones— a especializarse en infraestructura, con el fin de prestarles recursos a las concesiones 4G. Por último, las normas también se modificaron para que los concesionarios buscaran financiamiento en dólares en el exterior, algo difícil, en razón de que sus ingresos serían en pesos, producto del pago de peajes. Sin el músculo de la banca internacional sería difícil lograr los “cierres financieros” de los proyectos; es decir, los contratos que proveen el financiamiento requerido para hacer las inversiones.


    A fin de atraer a la banca global, el Gobierno asumió una parte del riesgo de devaluación asegurando que un porcentaje de los aportes gubernamentales a los proyectos se haría en dólares, a la tasa de cambio vigente a la fecha de firma de los contratos. Estas negociaciones no fueron fáciles, pero fueron indispensables para que la primera ola de las 4G no fracasara y se presentara un número plural de proponentes, como, en efecto, ocurrió.


    En muy poco tiempo, la FDN demostró ser un instrumento imprescindible para financiar las inversiones necesarias en materia de infraestructura, y garantizar los recursos necesarios —créditos, garantías, aportes de capital— para que los proyectos salieran adelante. La FDN cuenta con una licencia financiera que es única: el tipo de operaciones que puede realizar es mucho más amplio que el de los bancos; mayor, incluso, que el de las corporaciones financieras. De ahí la importancia de tener un fuerte gobierno corporativo.


    En un escenario todavía marcado por la caída de los precios del petróleo de 2014, conseguir nuevas fuentes de recursos para que la entidad pudiera cumplir su misión fue una prioridad. En ese contexto, el Gobierno decidió enajenar su participación accionaria en Isagen, la tercera compañía generadora de energía del país.


    De los 6,5 billones de pesos obtenidos por la venta, el 90 % de los recursos —5,8 billones— se destinó a la FDN. Por ley, el 10 % restante debía ir a los departamentos y los municipios en el área de influencia de la empresa. En medio de la pandemia del COVID-19, el gobierno del presidente Duque tomó la decisión de retirar 2,5 billones de la FDN, para financiar los gastos de la emergencia. Se trató de una medida apresurada, tomada en una situación sin precedentes y extremadamente difícil. A mediano plazo, será necesario encontrar una forma de reponer esos recursos para que la FDN pueda seguir cumpliendo con su tarea.


    Vender la participación del Gobierno en Isagen fue la decisión correcta, y el buen desempeño y la solidez de la FDN así lo han demostrado; sin embargo, esa movida me costó un dolor de cabeza por cuenta de una moción de censura en mi contra, en abril de 2016, alegando una afectación del patrimonio público por cuenta de la venta de las acciones. El Centro Democrático y el Polo Democrático —partidos opositores al Gobierno desde orillas opuestas del espectro ideológico— se pusieron de acuerdo y apoyaron la moción; a esta se sumó la Alianza Verde.


    Uno de los más vocales con respecto al asunto fue el entonces senador Iván Duque. Resulta, eso sí, llamativo que en 2019 su administración, ya como presidente, hubiera iniciado un proceso para vender la participación del Gobierno en la empresa de Interconexión Eléctrica (ISA), actualmente en curso. También vale la pena destacar que el Gobierno planea financiar sus gastos en 2021 con disposición de activos —o enajenaciones— por valor de 14 billones de pesos. De la venta de Isagen ni un solo peso entró a financiar el gasto del Gobierno.


    La moción de censura fue desestimada. Pero, más allá de esto, el debate —el cual, más que económico, era una movida política contra el Gobierno— fue una oportunidad para ratificar que el proceso de venta de Isagen se hizo con total apego a la ley y con consideraciones de conveniencia para el crecimiento económico y la generación de empleo en Colombia. El mensaje era simple: las hidroeléctricas de Isagen nunca se van a ir de Colombia, y con esos recursos podemos construir las carreteras con las que el país ha soñado por décadas. Y hacerlo a través de una entidad con un buen gobierno corporativo, como la FDN, era la mejor garantía posible para todos los colombianos.


    A la salida del debate me encontré con el expresidente y entonces senador Álvaro Uribe, quien me reclamó por haber comparado la venta de la participación del Gobierno en Isagen con decisiones similares que se tomaron durante su Gobierno. La verdad es que el proceso de enajenación se había iniciado desde entonces, al punto de que la contratación de los asesores para la valoración y la venta se había realizado en su administración.


     


    * * *


     


    En el desarrollo de las 4G también fue necesario tomar decisiones duras. Como ministro de Hacienda, tuve que frenar temporalmente algunos proyectos, pues corríamos el riesgo de sobrepasar no solo la capacidad fiscal, sino la de financiamiento y la de ejecución, del país.


    Esto acarreó tensiones dentro del Gobierno. En mayo de 2015, el entonces vicepresidente Germán Vargas Lleras se quejó en público de las que consideraba demoras en el tiempo de estudio de nuevos proyectos. “¡Me cansé con el ministro!”, le dijo a un grupo de periodistas en Norte de Santander. Aseguró también que se sentía “fatigado” conmigo. Él, por supuesto, sabía que, al ser un funcionario elegido, podía generar una pelea pública sin que el presidente pudiera hacer mayor cosa al respecto. El problema, en el fondo, era la asignación de recursos para el sector transporte. Me mantuve en mi tesis: la llamada tercera ola de proyectos 4G no se podría autorizar en su totalidad, pues no había recursos para ello. Algunos proyectos muy importantes para el país —como la vía Cúcuta-Ocaña, o la vía Pasto-Popayán— tendrían que esperar.


    En cualquier caso, el reclamo tenía una connotación más que positiva. Había más proyectos —bien estructurados y preparados— como parte de las 4G que recursos disponibles. En Colombia la tradición había sido la opuesta: más aspiraciones y sueños que posibilidades reales de hacerlos, debido a la mala planeación en el sector: la mayoría de los proyectos no conseguían llegar a la famosa “fase 3” —es decir, cuando los diseños están listos y se han confirmado los detalles en materia de ingeniería—, que es el requisito para contratar.


    La lección más importante es que, así como se debe saber impulsar una iniciativa, también hay que saber cuáles son los límites, y tener firmeza para poner el freno. Los cierres financieros de los proyectos que hicieron parte de las 4G no han sido fáciles. Haber congestionado aún más el mercado financiero, así como los trámites de licenciamiento ambiental y social, habría sido contraproducente. Todo esto se entiende mejor hoy.


     


    * * *


     


    En septiembre de 2020 el Gobierno anunció la puesta en marcha de la Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte (UPIT), que era el último eslabón —pero uno de los más importantes— por engranar. Esta unidad será la encargada de definir cuáles son los proyectos prioritarios para el país, con una visión de largo plazo. Uno de los objetivos es que los proyectos pasen filtros adicionales de factibilidad, lo cual da cuenta de que los criterios técnicos son ahora regla de oro, pero existe también una visión sistémica de la infraestructura en el país. Ya no se trata solo de proyectos pensados de forma aislada, sino de todo un entramado donde se plasma una visión. Todo este renovado impulso a la infraestructura es muy importante para la generación de empleo en el escenario pospandemia. Un elemento muy importante ha sido la actualización del Plan Maestro de Transporte Multimodal 2015-2035.


    Tendiendo puentes


    Ya contamos el proceso. Ahora pongamos la revolución de la infraestructura en cifras, pero no en billones de pesos o miles de kilómetros, que no son fáciles de dimensionar. Hablemos, en cambio, en términos de puentes sobre el río Magdalena, que es algo concreto y tangible. El país está dividido de sur a norte por su principal arteria fluvial, así que los pasos de un lado a otro son una buena forma de medir qué tan bien estamos conectados.


    Por paradójico que suene, antes de comenzar el siglo XXI el río Magdalena solo podía cruzarse en 9 sitios por medio de puentes vehiculares. Existían varios puntos más para el cruce en ferry, algo que para muchos países solo se encuentra en los libros de historia; es decir, en casi 200 años desde la Independencia solo se habían construido nueve pasos a lo largo de los 1.830 km de recorrido, desde su nacimiento en el páramo de Las Papas, en el macizo colombiano, hasta su desembocadura en Bocas de Ceniza, en el mar Caribe. Esta cifra habla con elocuencia del atraso de la infraestructura en Colombia.


    A lo largo de los primeros quince años de este siglo se construyeron dos puentes adicionales, uno de ellos para cruzar el Magdalena desde El Banco (Magdalena) hasta Mompox (Bolívar) y el otro entre Yondó (Antioquia) y Barrancabermeja (Santander). Desde 2014 —cuando entró en vigencia el nuevo arreglo institucional del sector—, se han construido (o están en construcción) un total de diez puentes nuevos; dos de ellos en el departamento del Huila (el del “Colegio” que comunica a La Plata con Neiva por la vía nacional, y el que conecta a Garzón con Agrado). Hay un nuevo puente entre Girardot y Flandes, otro en Honda y uno nuevo entre La Dorada y Puerto Salgar. Las Autopistas de la Prosperidad, que están transformando a Antioquia, se comunican con la Ruta del Sol por medio de un nuevo puente en Puerto Berrío, en tanto que la isla de Mompox quedó conectada con Magangué por medio de uno de los puentes más largos del país, y con Santa Ana, en el departamento de Magdalena (en la ruta a Bosconia, en el departamento del Cesar). A la lista hay que incluirle el puente sobre el canal del Dique, en Gambote (Bolívar). La joya de la corona es el nuevo Puente Pumarejo, en Barranquilla. En escasos seis años se han construido más puentes que en los siglos anteriores. Esta historia me la contó Carlos García, exdirector del Invías, cuando regresábamos de visitar una de las obras.


     


    * * *


     


    Puesto en cifras monetarias, menos tangibles, pero igualmente dicientes, el país invirtió aproximadamente —y con grandes altibajos— el 1 % del PIB al año en infraestructura entre 1990 y 2010. Hoy invierte cerca de tres veces esa magnitud. Y en el futuro, cuando se sumen el Metro de Bogotá y otros grandes proyectos, como el nuevo ramal del Metro de Medellín, conocido como el “tranvía de la 80”, las cifras serán mucho más altas.


    Solo dentro del marco de las 4G —que tendrán inversiones acumuladas de más de 50 billones de pesos— se adjudicaron 5.000 km de vías y 1.500 km de nuevas dobles calzadas, muchos de los cuales ya están en servicio. Y ahora vendrán las 5G, marca con la que se espera aprobar otro grupo de proyectos antes de terminar la Administración Duque.


    Los datos sobre infraestructura en espacios distintos de la vial son también dicientes. Por ejemplo, se modernizaron 16 aeropuertos a cargo de la ANI, y se realizaron obras portuarias —en manos del sector privado desde 1993— que le han permitido a Colombia mejorar en las mediciones internacionales. Por ejemplo, entre 2010 y 2018 el país pasó del puesto 105 al 77 en el índice de calidad de infraestructura portuaria del Foro Económico Mundial, que evalúa a 137 economías.


    Las cifras son muy alentadoras y dan cuenta de una historia de éxito; sin embargo, todavía queda mucho por hacer, no solo en materia de proyectos de alto impacto, sino también en la ejecución de obras que mejoren la vida de las comunidades en las regiones más apartadas del país.


    Las bases están sentadas para que, a la vuelta de una década, las positivas realidades que reflejan estos números lo sean para cada vez más ciudadanos.


    Un arreglo institucional para el futuro


    A lo largo de este capítulo he mencionado en varias ocasiones el arreglo institucional, un concepto en el que —como institucionalista que soy— creo profundamente. Se trata de un equilibrio ideal que va más allá de aprobar las leyes adecuadas, tener un buen presupuesto y crear las condiciones para que los proyectos salgan adelante —todos, por supuesto, elementos muy deseables—.


    Un arreglo institucional se construye a partir de reglas de juego claras, de confianza entre los actores involucrados y de una suerte de predictibilidad en el funcionamiento de los procesos que, a su vez, no anule la posibilidad de innovar.


    Pienso, por ejemplo, en los cada vez más populares espacios de trabajo en los que profesionales de distintas disciplinas se dan cita, en un entorno marcado por la tecnología, horarios flexibles y nuevas dinámicas de creación de contenido y conocimiento. Las reglas de juego básicas son claras —no se pare en las mesas, no moleste a los demás y no dañe el mobiliario—. El resto —la creación, la camaradería, la producción— fluye de manera orgánica.


    Llevado este ejemplo a un escenario nacional, sin ese arreglo institucional —que también puede entenderse como una suerte de libertad de acción basada en la confianza y el cumplimiento de normas básicas— el sector privado no puede trabajar de forma adecuada. Por el contrario, con excesiva carga regulatoria, el sector privado se asfixia. Se trata, sin duda, de una consideración central en mi forma de pensar y ejecutar las políticas públicas.


    ¿Dónde se traza la línea divisoria entre inestabilidad normativa y regulatoria —algo malo— y adaptabilidad a los cambios —un elemento que todo arreglo institucional debe tener—? No hay una regla de oro para responder esta pregunta. Hay que tener criterio para saber cuáles son las piezas inamovibles del rompecabezas, pero también para evolucionar a la par con los tiempos y las instituciones. El encanto —y la complejidad— de los arreglos institucionales es que no son estáticos. Los tiempos cambian —que lo diga 2020— y traen nuevos retos, y con ellos, la necesidad de innovar. Quienes diseñan las políticas públicas —al igual que las instituciones— deben tener la capacidad para adaptarse a los tiempos.


    Es importante destacar que todo el proceso de ajuste institucional que ha permitido modernizar la infraestructura en Colombia se ha realizado sin alterar el principio constitucional que privilegia el gasto social. Se trata, sin duda, de una lección que puede —y debería— aplicarse en otros espacios de la vida pública e institucional, en los que a veces tiende a privilegiarse la idea de dar una patada a la mesa y comenzar de ceros.


    Adicionalmente, la voluntad política es, como mencionábamos unas páginas atrás, otro factor determinante. Muy poco se iba a lograr solo metiéndole dinero a un sector si no se construyen primero los pilares de la prosperidad. Hay ahí un elemento muy importante: preparar la estructura institucional necesaria toma tiempo y recursos. Hay quienes dicen que —sacando adelante leyes, haciendo reformas y preparando el terreno— se perdieron los primeros cuatro de los ocho años del gobierno Santos. No fue así: se siguieron haciendo proyectos por cuenta del Invías y, al mismo tiempo, se edificaron las bases para un desarrollo futuro más sólido del sector de la infraestructura.


    ¿Existe algún “ingrediente secreto”? Seguramente no, pero es innegable que la voluntad política debe ir acompañada de una decisión de pensar —más allá de soñar— en grande. Esto no es otra cosa que perderles el temor a los grandes proyectos. Y esto no se limita solo a la infraestructura, sino que se extiende a experiencias como las que relatamos en este libro: desde la paz y el fortalecimiento institucional hasta el posicionamiento de los países como actores relevantes en el ámbito internacional.


    Pensar en grande es fácil; sobre todo, en un país tan dado a la retórica como el nuestro. Lo difícil es actuar en grande. Esto requiere entender las causas fundamentales de los problemas —lo cual proviene del análisis y la experiencia—. Pero también se necesita audacia. Cambiar el statu quo es difícil con gobernantes temerosos de sus ciudadanos, lo cual los limita a la hora de invitar a las sociedades que lideran a embarcarse en proyectos que implican cambios, con capacidad para transformar su destino para bien.


    Cada gobierno quiere dejar su marca en los programas que impulsa. Si su antecesor dijo 2.0, quien le sigue plantea un 3.0. Si recibió las 4G, el que llega habla de las 5G. Es parte de la naturaleza de la política, y hay que aceptarlo. Lo importante es que se trata de las mismas obras, pero hechas por un gobierno distinto.


    Lo cierto es que es necesario encontrar un balance entre concluir y sembrar. Todo gobierno debe iniciar obras para que las concluyan sus sucesores.


    Las obras despiertan aplausos, pero los arreglos institucionales perduran en el tiempo, construyen legado y, lo más importante, cambian para bien el rumbo de los países marcando una senda de progreso y desarrollo.
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